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Capítulo 2

Resumen: El conflicto armado interno —que ha afectado a Colombia durante las últimas dé-
cadas— ha exigido una participación constante de la Fuerza Pública en tareas orientadas 
al restablecimiento del orden público y la preservación del orden constitucional. Como res-
puesta a este contexto, se ha desarrollado un conjunto de normas aplicables a las operacio-
nes militares, conocido como derecho operacional. Este cuerpo normativo debe construirse 
con pleno respeto a los principios y disposiciones del derecho internacional de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario. Sin embargo, la complejidad del conflicto 
armado colombiano —marcado por la presencia de múltiples actores armados con distintos 
estatus jurídicos— ha dificultado la identificación de los marcos jurídicos aplicables en las 
operaciones militares. Esto ha generado problemas en materia de seguridad jurídica, por lo 
que la aplicación del derecho operacional puede convertirse, en algunos casos, en un factor 
determinante para el cumplimiento de las funciones constitucionales de la Fuerza Pública.
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Introducción
Los derechos humanos son prerrogativas inherentes a todos los seres humanos 
por el simple hecho de ser personas. En la ámbito internacional, estos derechos han 
sido reconocidos y desarrollados a través de diversos instrumentos jurídicos, como 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1966) y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1966). Este cuerpo normativo conforma lo que 
se conoce como el derecho internacional de los derechos humanos (DIDH). 

Por su parte, el derecho internacional humanitario (DIH) es un conjunto de 
normas aplicables a los conflictos armados, tanto internacionales (CAI) como no 
internacionales (CANI). Su finalidad es proteger a las personas que no participan 
o que han dejado de participar en las hostilidades, así como regular los méto-
dos y medios utilizados en la guerra. Sus principales instrumentos son los cuatro 
Convenios de Ginebra (1949) y sus Protocolos Adicionales (1977-2005).

Si bien los derechos humanos y el DIH operan bajo lógicas diferentes, existen 
importantes zonas de convergencia entre ambos cuerpos normativos. En esencia, 
buscan salvaguardar la dignidad humana y mitigar el sufrimiento. Es más, algunos 
principios de los derechos humanos se mantienen vigentes durante los conflictos 
armados. Por ejemplo, derechos fundamentales como el derecho a la vida, la pro-
hibición de la tortura y el derecho a un juicio justo son elementos clave tanto en el 
marco de los derechos humanos como en el DIH. 

Sin embargo, también existen divergencias significativas entre los dos mar-
cos normativos. Los derechos humanos rigen principalmente en tiempos de paz, 
a diferencia del DIH, que solo entra en vigor en situaciones de conflicto armado. 
Esta diferencia temporal puede generar tensiones normativas, especialmente 
cuando las confrontaciones son prolongadas y complejas y en nuevos dominios 
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que trascienden lo físico (Cano, 2024). En tales escenarios, la aplicación de los 
derechos humanos podría estar condicionada por las condiciones del conflicto, lo 
que no significa que se suspendan, pero sí que su implementación efectiva pueda 
verse limitada. 

Además, el DIH contempla medidas excepcionales —como la detención de 
combatientes enemigos— que, en tiempos de paz, podrían parecer incompatibles 
con ciertos derechos fundamentales. No obstante, dichas disposiciones se justi-
fican en virtud de las particularidades de la guerra y del objetivo principal del DIH: 
mitigar los efectos del conflicto y proteger a quienes no participan directamente 
en las hostilidades. 

Tanto el DIH como los derechos humanos comparten un enfoque centrado 
en la protección de los grupos en situación de vulnerabilidad. En el caso del DIH, 
se establecen normas orientadas a salvaguardar los derechos y la integridad de 
mujeres, niños, ancianos y personas con discapacidad. Por ejemplo, instrumentos 
como los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales incluyen disposi-
ciones que prohíben el uso de armas contra civiles y regulan la protección de los 
prisioneros de guerra.

De manera análoga, los derechos humanos enfatizan la necesidad de proteger 
a las personas en situación de vulnerabilidad, como las minorías étnicas y las víc-
timas de violencia. La intersección entre el DIH y los derechos humanos adquiere 
especial relevancia en situaciones de conflicto armado, donde las violaciones de 
derechos fundamentales tienden a ser más frecuentes y graves. 

La implementación y supervisión del DIDH y el DIH también presentan dife-
rencias significativas. Mientras que el cumplimiento de los derechos humanos es 
monitoreado por mecanismos internacionales —como los órganos de tratados de 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), las relatorías especiales y diver-
sas organizaciones de la sociedad civil—, el DIH cuenta con su propio sistema de 
supervisión. Este incluye a actores como el Comité Internacional de la Cruz Roja 
(CICR), cuya labor se orienta a garantizar el respeto de las normas humanitarias en 
situaciones de conflicto de armado. 

A pesar de contar con marcos normativos sólidos, su aplicabilidad enfrenta 
serias limitaciones derivadas de factores institucionales, operacionales y contex-
tuales. Durante los conflictos armados, las violaciones a los derechos humanos 
son frecuentes y, a menudo, quedan impunes. La comunidad internacional tam-
bién enfrenta dificultades para garantizar el cumplimiento efectivo del DIH, espe-
cialmente cuando los actores involucrados no son Estados reconocidos, como 
ocurre con los grupos armados no estatales. 
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Por esta razón, en Colombia ha sido necesario desarrollar un derecho opera-
cional, entendido como el conjunto de normas, principios y prácticas que regulan 
la actuación de la Fuerza Pública, estableciendo una clara distinción entre los roles 
y competencias de las Fuerzas Militares —Ejército Nacional de Colombia, Fuerza 
Aeroespacial Colombiana y Armada Nacional— y la Policía Nacional. Este derecho 
operacional debe considerar, además del ordenamiento jurídico interno, los mar-
cos normativos del DIDH y el DIH.

 Sin embargo, en Colombia aún no se ha logrado la promulgación de una ley 
de seguridad y defensa nacional, lo que conducido a que el desarrollo del derecho 
operacional —basado en los marcos del DIDH y el DIH— se construya fuera del 
ámbito legislativo. Esta situación ha derivado en problemáticas relacionadas con 
la seguridad jurídica, dado que las normas del derecho operacional se establecen 
mediante directivas emitidas por el Ministerio de Defensa Nacional, el Comando 
General de las Fuerzas Militares y los Comandos de Fuerza.

Esta situación es aún más compleja en Colombia, donde la Fuerza Pública 
debe enfrentar simultáneamente a Grupos Armados Organizados (GAO), bajo el 
marco jurídico del DIH, y a Grupos Delictivos Organizados (GDO), bajo el marco 
del DIDH. Esta convergencia de actores con distinta naturaleza jurídica dificulta 
la aplicación diferenciada del uso de la fuerza y de los principios del derecho ope-
racional. A esto se suma la instrumentalización de la población civil por parte de 
estos grupos —práctica expresamente prohibida por ambos regímenes jurídicos—, 
lo que agudiza la complejidad y los riesgos operativos y humanitarios. 

A partir de lo anterior, surge el siguiente interrogante: ¿permite el derecho ope-
racional colombiano la aplicabilidad efectiva, en el marco de las operaciones mili-
tares, de los estándares jurídicos establecidos por el DIDH y el DIH? Para abordar 
esta cuestión, el análisis se desarrollará en tres etapas: (i) identificar los principales 
instrumentos y normas sustantivas del DIDH vigentes en escenarios de conflicto 
armado; (ii) exponer las características y normas esenciales del DIH; (iii) determi-
nar si la configuración del derecho operacional colombiano responde a los fines y 
principios establecidos por estos marcos jurídicos. 

Este capítulo es el resultado de una investigación aplicada que busca ana-
lizar, desde una perspectiva crítica y analítica, cómo se materializan las normas 
del derecho internacional en el derecho operacional colombiano. Para lograr este 
objetivo, se llevó a cabo una revisión documental de instrumentos internacionales, 
normativa interna, jurisprudencia y doctrina especializada en la materia.
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Derecho internacional de los derechos 
humanos y conflicto armado
Tras la finalización de la Segunda Guerra Mundial (1945), se conformó la ONU 
como expresión de la voluntad de los Estados de prevenir conflictos de semejante 
magnitud, promoviendo la cooperación internacional y fortaleciendo una institu-
cionalidad universal y jurídicamente vinculante (Jurado, 2013).

El antecedente inmediato de la ONU fue la Sociedad de las Naciones, creada 
tras la Primera Guerra Mundial. Sin embargo, su capacidad para prevenir nuevos 
conflictos fue limitada, como lo demostró el aumento de tensiones y conflictos bé-
licos a partir de 1934. Según Jurado (2013), un factor clave en la creación de esta 
sociedad fue la falta de una noción clara de derechos humanos o derechos funda-
mentales, a pesar de que estos ya existían en ordenamientos jurídicos influyentes, 
como la Declaración de Independencia de Estados Unidos (1776) y la Declaración 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789).

A pesar de la ausencia de una noción formal, el concepto de derechos huma-
nos ya había sido desarrollado por teóricos como Émile Durkheim y Max Weber 
(Joas, 2004). Con la creación de la Sociedad de las Naciones, surgió la necesidad 
de establecer una definición más precisa, lo que condujo, en 1929, a la Declaración 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, que demandaba la protección de 
los derechos de las personas ante los abusos de los Estados (Roginer, 2018). 
Posteriormente, en 1945, se suscribió la Carta de las Naciones Unidas, considera-
da por algunos autores, como Ernst (1986), el primer documento oficial orientado 
al reconocimiento universal de los derechos humanos. 

No obstante, tras el impacto devastador del Holocausto, los derechos huma-
nos dejaron de ser una aspiración teórica o marginal para convertirse en pilares 
esenciales del orden internacional y del desarrollo social. Aunque existían antece-
dentes doctrinales y jurídicos que apuntaban a su conceptualización, estos eran 
fragmentarios e insuficientes frente a la magnitud del sufrimiento y la violencia 
perpetrada durante la Segunda Guerra Mundial. Fue ante esta ruptura civilizatoria 
que se hizo evidente la necesidad de consagrar los derechos humanos como nor-
ma jurídica vinculante y de crear instrumentos e instituciones capaces de garanti-
zar su protección efectiva. 

Tras el fin de la Segunda Guerra Mundial (1945), fue necesario un proceso de 
tres años para concretar la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adop-
tada, finalmente, el 10 de diciembre de 1948. Su elaboración comenzó en 1946, 
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específicamente durante las sesiones de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, y se extendió hasta 1947, cuando la recién creada Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas —integrada por representantes de diversos paí-
ses— trabajó en la redacción del texto definitivo. 

Aunque el mundo ya se encontraba dividido entre lo que más tarde se conoce-
ría como el bloque oriental y el bloque occidental, la Declaración logró consolidarse 
como un punto de encuentro entre distintas visiones ideológicas, lo que permitió 
establecer, por consenso, un marco común de principios universales sobre la dig-
nidad y los derechos inherentes a toda persona. 

Ahora bien, la esencia de los derechos humanos se fundamenta en lo que 
Hanna Arendt denominó el derecho a tener derechos, es decir, el reconocimiento de 
la dignidad de todo ser humano. Esta noción debe prevalecer por encima de las dife-
rencias culturales, sociales o políticas entre individuos y sociedades (Roginer, 2018). 

Dado que uno de los antecedentes más significativos de la Segunda Guerra 
Mundial fue el uso desmedido del poder estatal, así como el abuso y la tiranía 
de las autoridades, los derechos humanos deben concebirse, fundamentalmente, 
como un marco que regula la relación entre el individuo y el Estado. Esta pers-
pectiva impone deberes y obligaciones, especialmente a los Estados, que están 
llamados a reconocer los límites en el ejercicio del poder, rendir cuentas por las 
violaciones a los derechos humanos y adoptar medidas que eliminen los obstácu-
los que impidan su goce efectivo (Roginer, 2018).

El preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos expresa 
un compromiso explícito con el respeto a los derechos fundamentales, así como 
con el papel de las instituciones en su garantía y cumplimiento efectivo:

Proclama la presente Declaración Universal de los Derechos Humanos como 
ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin 
de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constante-
mente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a 
estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter 
nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efecti-
vos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los 
territorios colocados bajo su jurisdicción. (ONU, s.f., párr. 10)

Atendiendo al contexto histórico, los derechos humanos deben entenderse 
como un constructo jurídico en constante transformación, cuya evolución ha es-
tado marcada por los acontecimientos más traumáticos de la humanidad y por 
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las demandas sociales emergentes. Tras la adopción de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (1948), surgieron nuevos debates en torno a las liber-
tades fundamentales, así como a los derechos políticos, económicos, sociales y 
culturales. Este proceso culminó con la adopción, el 16 de diciembre de 1966, de 
dos instrumentos jurídicos: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
—que entró en vigor el 23 de marzo de 1976— y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales —que entró en vigor el 3 de enero de 1976—. 

De este modo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos —surgida 
en el siglo XX como respuesta al Holocausto y a los horrores perpetrados duran-
te la Segunda Guerra Mundial— abrió el camino para la ratificación de tratados 
orientados a la promoción y protección de los derechos fundamentales. En el siglo 
XXI, no solo se mantiene la vigencia de estos instrumentos, sino que también se 
fortalece la arquitectura institucional que los respalda. Este desarrollo ha permiti-
do afrontar nuevos desafíos y crisis de alcance global, consolidando los derechos 
humanos como un discurso universal e ineludible (Roginer, 2018). 

Entre los instrumentos del sistema de derechos humanos, se han ratificado 
pactos, convenciones, códigos, protocolos y otros mecanismos orientados a de-
sarrollar y garantizar la protección de los derechos consagrados en la Declaración 
Universal de 1948.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
Este instrumento otorga a los derechos reconocidos un carácter fundamental para 
la realización plena del ideal humano de una vida digna. Entre sus disposiciones, 
destaca la obligación del Estado de respetar y garantizar estos derechos, tanto a 
los ciudadanos como a todas las personas que se encuentren bajo su jurisdicción. 
En particular, el artículo 4 prevé la posibilidad de que los Estados parte suspendan 
ciertas obligaciones del Pacto ante situaciones que amenacen la vida de la nación 
y hayan sido declaradas oficialmente. No obstante, incluso en dichos contextos, 
los Estados deben actuar conforme a los principios establecidos en los demás 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 

Lo anterior implica que, ante situaciones excepcionales —como la declaración 
de una guerra—, los Estados están facultados para suspender temporalmente al-
gunos derechos civiles y políticos. Sin embargo, esta suspensión no los exime del 
cumplimiento de las demás obligaciones en materia de derechos humanos ni de 
los principios fundamentales del DIH, incluidos aquellos derechos que son indero-
gables en cualquier circunstancia. 
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Pacto Internacional de Derechos                                             
Económicos, Sociales y Culturales
De acuerdo con su preámbulo, no es posible alcanzar el ideal de un ser humano libre 
del temor y la miseria sin garantizar a cada persona el pleno goce de los derechos 
económicos, sociales y culturales. En esta línea, el Pacto establece lo siguiente:

Los Estados parte en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los dere-
chos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, este podrá some-
ter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la 
medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto 
de promover el bienestar general en una sociedad democrática. (1966, art. 4)

En términos generales, el contenido del Pacto no solo se orienta al reconoci-
miento de una serie de derechos de carácter económico y social, sino también a la 
imposición de obligaciones jurídicas al Estado, cuya principal responsabilidad es 
respetar y garantizar la protección de los derechos humanos. 

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial
Esta Convención —que fue aprobada en 1965 y entró en vigor el 4 de enero de 
1969— representa un hito en el desarrollo del DIDH. Partiendo del reconocimiento 
de las diferencias entre los seres humanos, especialmente en lo que respecta a la 
raza y el origen, establece un marco jurídico internacional que prohíbe toda for-
ma de discriminación. Este instrumento no solo rechaza la marginación de ciertos 
grupos por motivos raciales, sino que también impone a los Estados la obligación 
de adoptar medidas legislativas, administrativas y judiciales para prevenir, san-
cionar y erradicar estas prácticas, tanto en el ámbito institucional como en las 
dinámicas sociales más amplias. 

Este instrumento jurídico surge como una respuesta directa a las devastado-
ras consecuencias del racismo institucionalizado, cuyas manifestaciones más ex-
tremas —como el Holocausto— pusieron de manifiesto la urgencia de establecer 
normas internacionales destinadas a proteger la dignidad humana. La Convención 
condena toda forma de discriminación racial, ya sea ejercida por órganos oficia-
les del Estado o perpetuada mediante su inacción ante conductas desplegadas 
por actores de la sociedad civil. En este sentido, rechaza expresamente cualquier 
práctica que implique un trato desigual, excluyente o lesivo, al considerar tales 
actos como incompatibles con los principios fundamentales del DIDH. 



50

Paz, derechos humanos y desarrollo sostenible:    
abordando el conflicto armado en Colombia  

En consonancia con las obligaciones derivadas de la Convención, se institu-
yó el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD), órgano de 
supervisión internacional encargado de velar por la implementación efectiva de 
las disposiciones del tratado. Su mandato incluye la evaluación periódica de los 
informes presentados por los Estados parte, así como la facultad de examinar 
denuncias individuales y comunicaciones interestatales relacionadas con casos 
de discriminación racial. 

Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de 
discriminación racial contra personas, grupos de personas o instituciones y 
a velar por que todas las autoridades e instituciones públicas, nacionales y 
locales, actúen en conformidad con esta obligación. (Convención Internacio-
nal sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, art. 2)

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes
Esta convención fue aprobada en 1984 y entró en vigor el 26 de junio de 1987. Su 
fundamento normativo se encuentra en el artículo 5 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos y en el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. Su objetivo principal es promover el respeto y la protección de 
los derechos humanos mediante la prohibición de la tortura, así como de los tratos 
crueles, inhumanos o degradantes.

El artículo 1 de la Convención define la tortura como cualquier acto mediante 
el cual se inflija intencionalmente a una persona un dolor o sufrimiento grave, ya 
sea físico o mental, con fines como la obtención de información, el castigo, la inti-
midación o la coacción. Esta definición también incluye aquellos actos cometidos 
con el consentimiento o la aquiescencia de un funcionario público u otra individuo 
en ejercicio de sus funciones oficiales. 

Conforme al artículo 2 de la Convención, la prohibición de la tortura tiene 
carácter absoluto e inderogable. En este sentido, no existen circunstancias ex-
cepcionales —como el estado de guerra, la amenaza a la seguridad nacional, la 
inestabilidad política o una emergencia pública— que puedan ser invocadas para 
justificar su comisión. Esta disposición reafirma la inderogabilidad de la norma, 
incluso en contextos de crisis. De igual manera, el instrumento impone a los 
Estados parte la obligación de adoptar medidas efectivas —como sanciones pe-
nales— cuando tengan conocimiento de la comisión de actos de tortura dentro 
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de su jurisdicción, ya sean perpetrados por agentes estatales o cometidos con su 
consentimiento o aquiescencia.

Convención sobre los Derechos del Niño 
La Convención sobre los Derechos del Niño fue aprobada en noviembre de 1989 
y entró en vigor el 2 de septiembre de 1990. Este instrumento reconoce a niñas, 
niños y adolescentes como titulares plenos de derechos, y establece un régimen 
especial de protección a su favor, que implica responsabilidades compartidas en-
tre el Estado, la sociedad y la familia. En consonancia con los demás tratados 
internacionales de derechos humanos, la Convención impone a los Estados parte 
la obligación de garantizar, conforme a su artículo 37, que ningún niño o menor de 
edad sea sometido a tortura o a tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

La Convención prohíbe la imposición de la pena de muerte a toda persona que, 
al momento de la comisión del delito, sea menor de 18 años, reafirmando así el 
principio de protección integral y el interés superior del niño como ejes rectores del 
DIDH. En su artículo 38, se consagra la obligación de los Estados parte de respetar 
y garantizar el cumplimiento de las normas del DIDH que protegen a los niños en 
situaciones de conflicto armado.

 En este marco, los Estados deben adoptar todas las medidas necesarias 
para impedir que individuos menores de 15 años participen directamente en 
las hostilidades, así como abstenerse de reclutarlos en sus Fuerzas Armadas. 
Adicionalmente, en los casos en que sea necesario recurrir al reclutamiento de 
personas menores de 18 años, tendrán que priorizarse los individuos de mayor 
edad, con el fin de minimizar el riesgo y la exposición de los más vulnerables. 

Convención Internacional para la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas 
La Convención tipifica la desaparición forzada como un delito de lesa humanidad 
cuando se comete de forma generalizada o sistemática, e incorpora obligaciones 
dirigidas a su prevención, investigación, sanción y reparación. Desde su artículo 
primero, el instrumento deja claro que los derechos y garantías en él consagrados 
tienen un carácter inderogable, es decir, no podrán ser suspendidos bajo ninguna 
circunstancia, ni siquiera en contextos de guerra, inestabilidad política interna o 
cualquier otra situación de emergencia pública. Esta prohibición absoluta reafirma 
el compromiso del DIH con la protección de la dignidad humana y la erradicación 
de prácticas violatorias persistente, como la desaparición forzada.
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Las obligaciones impuestas a los Estados no se limitan a la prohibición ab-
soluta de la desaparición forzada, sino que también exigen la adopción de medi-
das firmes y efectivas contra sus perpetradores, especialmente cuando se trate de 
agentes estatales. Estas acciones deben ejecutarse dentro del marco del orden ju-
rídico, asegurando, en todo momento, el respeto a los derechos y garantías proce-
sales de las personas señaladas o investigadas por la presunta comisión del delito. 

Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacio-
nal o Convención de Palermo
Esta Convención fue adoptada en el año 2000 como respuesta a una problemáti-
ca de alcance global relacionada con la delincuencia organizada —fenómeno que 
no solo afecta a los Estados, sino que trasciende fronteras y tiene repercusiones 
multilaterales—. Este tratado, conocido formalmente como la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional o la Convención 
de Palermo, se fundamenta en principios consagrados en otros instrumentos in-
ternacionales, como el derecho de hombres y mujeres a vivir con dignidad y a criar 
a sus hijos libres de hambre, miedo, violencia, opresión e injusticia. Asimismo, re-
conoce y aborda las complejas consecuencias económicas y sociales derivadas 
de la delincuencia organizada transnacional.

De acuerdo con el artículo 2 de la Convención, se entiende por grupo delictivo 
organizado la asociación de tres o más personas que actúan de manera coordi-
nada durante un período determinado. Su objetivo es cometer uno o más delitos 
graves y obtener, directa o indirectamente, beneficios económicos o materiales. 
Esta definición no solo delimita las características de estas agrupaciones, sino que 
también refleja una comprensión más compleja del crimen contemporáneo. Esto 
exige a los Estados respuestas jurídicas diferenciadas, sistemáticas y coordinadas.

En el mismo artículo se define el delito grave como toda conducta punible que, 
conforme al ordenamiento jurídico interno de cada Estado parte, esté sancionada 
con una pena privativa de la libertad igual o superior a cuatro años. Asimismo, se 
introduce el concepto de grupo estructurado, entendido como aquel conformado 
deliberadamente para la comisión de delitos, aun cuando no cuente con una je-
rarquía claramente establecida, una composición permanente o una asignación 
formal de funciones entre sus miembros. 

El artículo 34 de la Convención establece la obligación de que cada Estado 
parte garantice la aplicación efectiva de sus disposiciones, lo cual implica incor-
porar en su ordenamiento jurídico interno los tipos penales correspondientes a 
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las conductas previstas en el instrumento, incluyendo, entre otras, el blanqueo 
de activos provenientes de actividades delictivas y la corrupción. Asimismo, la 
Convención otorga a los Estados la facultad de adoptar medidas legislativas, ad-
ministrativas o judiciales más rigurosas que las contempladas en el tratado, siem-
pre que sean compatibles con sus principios fundamentales. 

La suscripción o ratificación de esta Convención por parte de los Estados im-
plica el reconocimiento formal de la existencia de estructuras organizadas delibe-
radamente orientadas a la comisión de delitos graves. Su naturaleza transnacional 
demanda respuestas normativas y operativas diferenciadas, coordinadas y firmes 
por parte de la comunidad internacional. 

Si bien estas organizaciones no son reconocidas como actores bélicos en el 
sentido estricto del DIH, no se desconoce su carácter estructurado, jerarquizado y 
persistente ni el potencial impacto de sus actividades delictivas, las cuales pueden 
extenderse más allá de las fronteras nacionales y comprometer la seguridad, la 
estabilidad institucional y el orden público de múltiples Estados.

Código de Conducta para Funcionarios Encargados               
de Hacer Cumplir la Ley
Este instrumento del DIH fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1979. De acuerdo con el artículo 1, el Código tiene como finalidad ga-
rantizar que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley actúen en estricto 
apego a los deberes que les impone el ordenamiento jurídico. Está dirigido a todos 
los agentes del Estado, ya sean designados o electos, que ejerzan funciones po-
liciales y cuenten con facultades para la detener o arrestar personas, incluyendo, 
cuando corresponda, a miembros de las Fuerzas Armadas que desempeñen fun-
ciones de orden público. 

Entre las obligaciones establecidas en el Código, se encuentra el deber de res-
petar, en todo momento, la dignidad humana y los derechos fundamentales de 
todas las personas. En este sentido, el uso de la fuerza debe limitarse exclusiva-
mente a situaciones en las que sea estrictamente necesario —como la prevención 
de un delito o la detección de una persona presuntamente responsable de una 
conducta punible—. No obstante, incluso en estos casos, el uso de la fuerza no 
podrá exceder los límites legales y éticos permitidos, y tendrá que ajustarse, en 
todo momento, al principio de proporcionalidad. 

Asimismo, el Código prohíbe de manera categórica que los funcionarios in-
flijan, instiguen o toleren actos de tortura, así como tratos crueles, inhumanos o 
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degradantes. Ninguna circunstancia excepcional —incluida la orden de un supe-
rior, un estado de guerra o cualquier otra situación de emergencia— podrá ser in-
vocada para justificar la violación de esta prohibición. 

Retomando los orígenes de los derechos humanos, es fundamental reconocer 
que las estipulaciones antes mencionadas, así como los instrumentos interna-
cionales pertinentes, deben ser respetados, en todo momento, por los Estados, 
incluso en contextos de conflicto que involucren a grupos delictivos. Este respeto 
refleja el reconocimiento del poder soberano del Estado y sus agentes, quienes 
detentan una posición de autoridad y superioridad. Los instrumentos de derechos 
humanos establecen límites claros a las actuaciones estatales, previniendo el uso 
arbitrario y desproporcionado de la fuerza. Así, se busca evitar la repetición de he-
chos atroces, como los perpetrados durante la Segunda Guerra Mundial. 

DIH y conflicto armado

Contexto del DIH
A lo largo de la historia, el conflicto ha sido un fenómeno ineludible que ha sacado 
a la luz los aspectos más oscuros y sombríos de la condición humana, y ha puesto 
de manifiesto expresiones cruentas e inhumanas que desafían nuestros principios 
éticos y nuestra capacidad de empatía. Sin embargo, con el progreso de la civiliza-
ción y el creciente reconocimiento de la dignidad humana, así como la condena a 
la denigración de las personas en contextos bélicos, surgió la imperiosa necesidad 
de establecer reglas destinadas a humanizar la guerra. Desde las civilizaciones 
más antiguas, se han desarrollado normas consuetudinarias, códigos de honor y 
acuerdos entre adversarios para regular la conducta durante los conflictos arma-
dos (Melzer y Kuster, 2019).

El DIH es un corpus normativo esencial cuyo propósito es regular la conduc-
ción de las hostilidades y garantizar la protección de las personas que, directa o in-
directamente, se ven afectadas por los conflictos armados (Melzer y Kuster, 2019). 
En su concepción más elemental, el DIH articula principios y reglas orientados a 
mitigar el sufrimiento humano, preservar la dignidad y proteger los derechos fun-
damentales en contextos de guerra, estableciendo límites claros para las acciones 
de actores beligerantes (Gutiérrez, 2006).

	 Para autores como Salmón (2004), el origen del derecho de guerra se re-
monta al siglo XIX, y tiene como antecedente directo la batalla de Solferino (1859), 
en la que se enfrentaron los ejércitos de Austria y Francia. En este contexto, el 
filántropo suizo Henri Dunant constató el sufrimiento extremo de los heridos en 
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el campo de batalla, lo que lo motivó a fundar el Comité Internacional de la Cruz 
Roja (Santamaría, 2023). La propuesta de Dunant se sustentaba en dos pilares 
fundamentales: por un lado, la creación de organizaciones de socorro encargadas 
de brindar atención a los heridos; por otro, la adopción de un acuerdo internacional 
que obligara a los Estados a respetar y facilitar el trabajo de estas organizaciones, 
reconociendo su carácter neutral en los conflictos (Salmón, 2004). 

En 1864, por iniciativa del gobierno suizo, se convocó a los Estados a adoptar 
medidas destinadas a la protección de las víctimas y los heridos, lo que, posterior-
mente, se conocería como el Convenio de Ginebra, el primer instrumento oficial en 
materia de DIH. Cuatro años más tarde, en 1868, se promulgó la Declaración de 
San Petersburgo, reconocida como el primer instrumento del Derecho de La Haya, 
cuyo objetivo principal fue limitar el uso de métodos y medios de combate. Este 
cuerpo normativo se amplió con las Conferencias de Paz de la Haya (1899-1907), 
que dieron lugar a la elaboración de 17 borradores de convenios orientados a re-
gular los medios y métodos de combate (Salmón, 2004). 

Según Lerner (2004), tras la Segunda Guerra Mundial, la comunidad interna-
cional reconoció la imperiosa necesidad de establecer prohibiciones jurídicas para 
ciertos actos de agresión en el contexto bélico, los cuales, hasta entonces, que-
daban supeditados a la soberanía estatal. Así, lo que, anteriormente, se concebía 
como prerrogativas inherentes a la soberanía de cada Estado se transformó en 
un conjunto de normas vinculantes, aplicables durante los conflictos armados. 
En este marco, los Convenios de Ginebra se erigen como los instrumentos más 
reconocidos a nivel mundial (Melzer y Kuster, 2019). 

Si bien, en el siglo XIX, ya existían iniciativas, antecedentes y una incipiente 
codificación de DIH, las guerras de principio y mediados del siglo XX pusieron de 
manifiesto la insuficiencia de estos instrumentos para garantizar una protección 
adecuada a las víctimas y regular las conductas bélicas. Esta realidad no solo pro-
pició la ampliación de las normas en materia de seguridad y el fortalecimiento de 
las restricciones impuestas al uso de la fuerza, sino también el establecimiento 
de tribunales encargados de investigar, juzgar y sancionar las violaciones al DIH, 
responsabilizando tanto a individuos como a Estados (Salmón, 2004).

Para abordar la responsabilidad por crímenes de guerra y violaciones al DIH, 
los Estados y la comunidad internacional establecieron diversos órganos judicia-
les, como la Corte Penal Internacional, el Tribunal Militar Internacional, el Tribunal 
de Núremberg y el Tribunal de Tokio. Estos tribunales consolidaron, además, el 
principio fundamental del DIH que establece la responsabilidad penal por infrac-
ciones graves a sus normas (Gutiérrez, 2006). 
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Tras la Segunda Guerra Mundial, y en respuesta a conflictos posteriores como 
los de Yugoslavia y Ruanda, una conferencia de la ONU —celebrada en Roma en 
1998— instituyó la Corte Penal Internacional como el tribunal encargado de juzgar 
a individuos y actores estatales por crímenes de guerra. El estatuto de la Corte 
refleja la evolución del derecho consuetudinario, así como la jurisprudencia de-
rivada de los tribunales creados para juzgar este tipo de delitos. Este instrumen-
to representa un avance significativo en la justicia internacional, al establecer un 
marco permanente para la investigación y sanción de violaciones graves al DIH 
(Gutiérrez, 2006). 

Principios del DIH 
El DIH se fundamenta una serie de principios rectores que se ven reflejados en sus 
normas y que expresan su filosofía de respeto mínimo por la humanidad. Entre 
estos, destacan la igualdad entre beligerantes y la no reciprocidad, el equilibrio 
entre la necesidad militar y las consideraciones humanitarias, la distinción entre 
combatientes y civiles, la obligación de tomar precauciones, la proporcionalidad en 
el uso de la fuerza, la prohibición de infligir sufrimientos innecesarios y el trato hu-
mano (Melzer y Kuster, 2019). Estos principios constituyen, sin duda, los cimientos 
sobre los cuales descansan los principales instrumentos y codificaciones del DIH.

Principio de humanidad 
El principio de humanidad —considerado un pilar fundamental del DIH y un puen-
te con los derechos humanos— está consagrado en varios preceptos de los 
Convenios de Ginebra, como los artículos 13, 14, 17 y 87. Este principio impone 
la obligación de garantizar un trato digno a todas las personas que no participan 
directamente en las hostilidades, incluyendo a los combatientes que hayan de-
puesto las armas, así como a aquellos que se encuentren fuera de combate debido 
a una enfermedad, una herida o cualquier otra circunstancia (Jacoiste, 2018).

Principio de distinción
El principio de distinción se fundamenta en la premisa de que solo quienes “partici-
pan directamente en las hostilidades y los objetivos militares pueden ser objeto de 
ataques, quedando prohibido agredir a la población civil, la cual debe ser respetada 
en todo momento y circunstancia” (Salmón, 2004, p. 54). Es necesario aclarar que 
la aplicación de este principio es bilateral: por un lado, impone a la parte atacante la 
obligación de actuar con previsibilidad para evitar daños a civiles; por otro, exige que 
la parte defendida adopte medidas precautorias para proteger a la población civil.
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Principio de igualdad de los beligerantes
El principio de igualdad de los beligerantes guarda una estrecha relación con la no-
ción de participación directa en las hostilidades, sin que esto suponga una modifi-
cación en el estatuto jurídico de las partes enfrentadas. Esta premisa se sostiene 
en la distinción entre el jus ad bellum —el derecho a recurrir a la fuerza— y el jus 
in bello —el derecho aplicable en el curso del conflicto armado—, lo cual garantice 
que las normas humanitarias se apliquen con imparcialidad, independientemente 
de la legitimidad o ilegitimidad del uso inicial de la fuerza (Sassóli, 2019). 

Principio de necesidad militar
El principio de necesidad militar se encuentra consagrado en el preámbulo de la 
Declaración de San Petersburgo (1868), el cual establece que “el único objetivo 
legítimo que los Estados deben perseguir durante la guerra es la debilitación de las 
fuerzas militares del enemigo” (López, 2009, p. 232). 

Principio de no discriminación
Este principio se fundamenta en la prohibición explícita de toda forma de distin-
ción negativa basada en criterios como los “derechos civiles, políticos, económi-
cos, sociales y culturales; el acceso al empleo, la remuneración y la educación; 
así como en condiciones relacionadas con la tortura, la raza, el sexo, la religión, la 
pertenencia a pueblos indígenas o el derecho de salida y retorno” (Bayeisky, 1990, 
s.p.). En el marco del DIH, esto implica la proscripción de cualquier trato desfavo-
rable motivado por tales factores, garantizando la aplicación imparcial y equitativa 
de sus principios y normas. 

Principio de inmunidad
El principio de inmunidad tiene como finalidad la protección de las personas que 
no participan directamente en las hostilidades, prohibiendo que sean objeto de 
ataques. A estos efectos, se entiende por persona civil a toda aquella que no forma 
parte de las fuerzas armadas de un Estado ni de grupos armados organizados 
que actúan en representación de una de las partes involucradas en el conflicto 
(Rodríguez-Villasante, 2016).

Principio de prioridad humanitaria
Este principio adquiere especial relevancia en situaciones de duda, en las que debe 
prevalecer la protección de las víctimas por encima de cualquier consideración 
estratégica o necesidad operativa asociada al desarrollo del conflicto armado. 
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Principio de proporcionalidad
Este principio tiene como finalidad evitar el uso desmedido de armas y métodos de 
guerra que tengan un impacto desproporcionado sobre la población civil. Su apli-
cación exige una evaluación rigurosa basada en los criterios de idoneidad, necesi-
dad y proporcionalidad, con el fin de garantizar que los medios empleados en las 
hostilidades no sobrepasen los límites establecidos por el DIH (Bermúdez, 2024). 

Principio de limitación 
El principio de la acción hostil establece que el derecho de las partes en conflicto 
a conducir operaciones militares no es absoluto ni irrestricto. Por el contrario, está 
condicionado por las limitaciones que impone el DIH en relación con los medios y 
métodos permitidos en la conducción de las hostilidades. 

Al respecto, Rodríguez-Villasante (2013) señala que es necesario tener adop-
tar “las limitaciones impuestas por el derecho internacional humanitario para los 
medios y métodos específicos de hacer la guerra, y sin perjuicio de otras restric-
ciones que puedan surgir de acuerdo con otras ramas aplicables del derecho in-
ternacional” (p. 202).

Ramas del DIH
Dentro del marco del DIH pueden identificarse distintas ramas o especialidades, 
definidas según el enfoque temático y normativo de los instrumentos jurídicos que 
las conforman. Tradicionalmente, se distinguen tres grandes vertientes: el Derecho 
de Ginebra, centrado en la protección de las víctimas de los conflictos armados; el 
Derecho de La Haya, orientado a la regulación de los medios y métodos de com-
bate; y el Derecho de Nueva York, vinculado al desarrollo institucional y normativo 
de la justicia penal internacional, especialmente en lo relativo a la responsabilidad 
individual por crímenes de guerra y otras violaciones graves del DIH.

Derecho de Ginebra
El Derecho de Ginebra surge de la necesidad de proteger a las víctimas y a los heri-
dos, y alcanza su punto álgido tras la Segunda Guerra Mundial, especialmente con 
la adopción de los Convenios de Ginebra de 1949 y, posteriormente, con la incor-
poración de los Protocolos Adicionales de 1977. Estos últimos fueron diseñados 
para complementar y ampliar el alcance de las disposiciones existentes, particu-
larmente en lo relativo a los CANI. Estos instrumentos están estrechamente vin-
culados con el principio de no discriminación en el trato a los heridos, reafirmando 
la obligación de brindar asistencia médica sin distinción alguna (Salmón, 2004). 
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Los Convenios de Ginebra son un cuerpo normativo compuesto por cuatro 
tratados, cada uno de los cuales está destinado a proteger una categoría específi-
ca de personas afectadas por los conflictos armados: 

•	 Convenio I (64 artículos): protege y asiste a los heridos durante operacio-
nes militares en campaña. 

•	 Convenio II (63 artículos): extiende esta protección a los heridos, enfermos 
y náufragos pertenecientes a las fuerzas armadas. 

•	 Convenio III (143 artículos): regula el trato que debe darse a los prisioneros 
de guerra.

•	 Convenio IV (159 artículos): establece normas para la protección de la po-
blación civil en tiempos de guerra. 

Con el propósito de ampliar el alcance y la eficacia de estos tratados, los 
Protocolos Adicionales de 1977 reforzaron la protección otorgada a las víctimas 
de los CANI, integrando disposiciones que adaptan el DIH a los desafíos contem-
poráneos de la guerra.

Derecho de La Haya
Una vez consolidado el Derecho de Ginebra —centrado en la protección de las víc-
timas de los conflictos armados—, emergió el denominado Derecho de La Haya, 
orientado a regular la conducción de las hostilidades. Este cuerpo normativo co-
menzó a delinearse formalmente con la Declaración de San Petersburgo de 1868, 
considerada un hito fundacional en el desarrollo del ius bello al establecer, por 
primera vez, límites jurídicos explícitos a los medios y métodos de guerra. 

Esta Declaración no solo prohibió el uso de proyectiles explosivos de pequeño 
calibre, sino que también introdujo principios fundamentales, como la idea de que 
el objetivo legítimo de la guerra debe ser debilitar al adversario, y no aniquilarlo in-
discriminadamente. De este modo, el Derecho de La Haya sentó las bases norma-
tivas de un marco jurídico que busca armonizar la eficacia militar con exigencias 
humanitarias mínimas. 

Para su adecuada comprensión, es fundamental distinguir entre métodos y 
medios de combate. Los medios hacen referencia a la forma en que se desarro-
lla la guerra, abarcando tácticas y comportamientos prohibidos, como el uso del 
terror. Por su parte, los medios aluden a los instrumentos o armas utilizadas en el 
conflicto, como el veneno, las armas químicas y biológicas, las bandas expansivas 
y las minas terrestres (Moreno, 2014). 
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Ahora bien, esta rama del DIH tiene tres aristas: i) la prevención del conflicto 
armado; ii) la protección de las víctimas una vez iniciado el conflicto; y iii) la regu-
lación de la conducción de las hostilidades. Respecto a la segunda dimensión, es 
importante destacar que, si bien el Derecho de Ginebra ha sido su principal funda-
mento normativo, diversos autores sostienen que su aplicabilidad ha disminuido 
progresivamente, lo cual ha generado cuestionamientos sobre su vigencia y fun-
cionalidad en los conflictos contemporáneos (Aguilar, 2022).

En cuanto a las limitaciones contemplas por este cuerpo normativo, diversos 
instrumentos establecen prohibiciones claras sobre los métodos y medios de 
combate. Entre estos, destacan la Declaración de Bruselas, el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional, el Manual de Oxford y el Convenio relativo a las Leyes 
y Usos de la Guerra Terrestre. En particular, el artículo 23 de este último establece 
una prohibición expresa de determinadas prácticas, abarcando tanto los métodos 
como los medios empleados en la conducción de la guerra. 

En lo que respecta a los métodos, se prohíbe, entre otras acciones, no dar 
cuartel, destruir o confiscar bienes, provocar hambre, negar el acceso a la ayuda 
humanitaria e incurrir en actos de perfidia o traición (Moreno, 2014). Estas prohibi-
ciones no solo se extienden a los combatientes, sino también a los dirigentes polí-
ticos, quienes están igualmente obligados a respetar estas normas (Aguilar, 2022). 

Estas normas tienen un carácter universal y vinculante, lo que significa que 
deben ser respetadas sin excepción, tanto en los CAI como en los CANI. Su cum-
plimiento es obligatorio para los Estados y sus agentes, así como para las fuerzas 
armadas adversarias y los GAO. La violación de estas disposiciones no solo con-
lleva responsabilidad jurídica, sino que también activa mecanismos de exigibilidad 
a nivel nacional e internacional, conforme a lo establecido por el DIH.

Derecho de Nueva York
En cuanto al DIH, se identifica una tercera rama, comúnmente denominada 
Derecho de Nueva York, que surgió posteriormente y se sustenta en las acciones 
promovidas por la ONU para fortalecer la protección de los derechos humanos 
en situaciones de conflicto armado. Esta vertiente se materializó a través de los 
instrumentos más recientes del DIH, adoptados en las convenciones realizadas 
en Nueva York.

El Derecho de Nueva York se consolidó con la creación de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, encarga de 
supervisar, promover y garantizar el respeto a los derechos humanos en estos 
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contextos, así como de coordinar acciones internacionales orientadas a prevenir 
violaciones y atender a las víctimas (Peytrignet, 1995). 

Los instrumentos pertenecientes a esta rama se caracterizan por incorporar 
mecanismos más modernos y eficaces para sancionar las violaciones a las nor-
mas del DIH. Según Salmón (2004), la finalidad del Derecho de Nueva York es “la 
realización, aplicación y puesta en conformidad de los comportamientos indivi-
duales y colectivos con las normas del DIH” (p. 70). 

En este sentido, los atentados perpetrados contra las Torres Gemelas el 11 de 
septiembre de 2011 constituyeron una flagrante violación de múltiples disposicio-
nes relativas a la conducción de las hostilidades y a la protección de las víctimas, 
en particular de la población civil (Bugnion, 2002). Este acontecimiento no solo 
puso de manifiesto las limitaciones de los mecanismos punitivos vigentes en ese 
momento, sino también la imperiosa necesidad de fortalecer la capacidad del DIH 
para hacer efectivas sus normas mediante instrumentos más eficaces de rendi-
ción de cuentas. 

En consecuencia, puede afirmarse que esta rama del DIH posee una natura-
leza esencialmente sancionatoria, en la medida en que se orienta a garantizar la 
aplicación efectiva de las normas humanitarias mediante mecanismos de control 
y castigo. Su fundamento normativo se encuentra en la Resolución 2444 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, que reconoce la necesidad de aplicar 
los principios humanitarios en cualquier tipo de conflicto. Esta resolución insta a 
los Estados a estudiar e implementar las medidas necesarias para fortalecer la 
aplicación de las convenciones internacionales vigentes en esta materia, consoli-
dando así el carácter universal y vinculante del DIH. 

Entre los principales instrumentos que conforman esta rama del DIH se en-
cuentran el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño re-
lativo a la Participación de los Niños en Conflictos Armados (2000); la Declaración 
sobre la Protección de la Mujer y el Niño en Estados de Emergencia o de Conflicto 
Armado; y la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, 
Producción y Transferencia de Minas Antipersona y sobre su Destrucción. 
Considerando el carácter sancionatorio del Derecho de Nueva York, esta rama se 
encuentra estrechamente vinculada con la Corte Penal Internacional y el Estatuto 
de Roma, instrumentos esenciales para la persecución y juzgamiento de los crí-
menes internacionales relacionados con la violación de las normas humanitarias.
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Tipos de conflictos regulados por el DIH

Conflictos armados internacionales (CAI)
El CAI, definido en el artículo 2 de los Convenios de Ginebra de 1949, establece que 
“(…) el presente Convenio se aplicará en caso de guerra declarada o de cualquier 
otro conflicto armado que surja entre dos o varias de las Altas Partes Contratantes, 
aunque una de ellas no haya reconocido el estado de guerra” (ONU, 1949, s.p.)1. 

Este tipo de conflicto ha sido conceptualizado como una confrontación arma-
da entre Estados soberanos, lo que implica el enfrentamiento entre sus respecti-
vas fuerzas armadas organizadas y sometidas a una estructura de mando oficial, 
siempre que exista hostilidad entre, al menos, dos Estados (Camargo, 1995). El 
CAI es el paradigma clásico del DIH y encuentra su fundamento normativo en el 
artículo 2 de los Convenios de Ginebra de 1949. 

Este artículo debe ser analizado desde dos enfoques complementarios: uno 
formal, que contempla los casos de guerra declarada y reconocida oficialmente 
por los Estados parte, y otro material o práctico, en el que el conflicto se identifica 
a partir de la existencia objetiva de hostilidades armadas entre Estados, prescin-
diendo de cualquier declaración formal o calificación jurídica que las partes pudie-
ran otorgarle. Lo esencial, desde una perspectiva del DIH, es la realidad fáctica de 
la confrontación, no su denominación oficial.

Esta distinción es fundamental, ya que permite disociar la aplicación del DIH 
de la voluntad política de los Estados, afirmando un enfoque basado en criterios 
objetivos y verificables. De este modo, la operatividad de las normas humanitarias 
no depende del reconocimiento del estado de guerra, sino de la existencia fáctica 
de un enfrentamiento armado entre sujetos de derecho internacional.

Desde una perspectiva formal, se entiende por CAI toda guerra declarada cuyo 
carácter ha sido oficialmente reconocido por los Estados contendientes. No obs-
tante, desde una perspectiva práctica o material, la existencia de hostilidades inte-
restatales no requiere de una declaración formal ni de una calificación jurídica por 
parte de los Estados involucrados, siendo suficiente la verificación de hechos que 
configuren materialmente un CAI. 

Aunque el término guerra era común en los tratados más antiguos del DIH, 
fueron los Convenios de Ginebra de 1949 los que introdujeron la expresión conflic-
to armado, incorporándola al lenguaje jurídico con el propósito de sustituir criterios 

1	 El término Altas Partes Contratantes designa a los Estados que han ratificado los Convenios de Ginebra, 
asumiendo así la obligación jurídica de respetar y hacer respetar sus disposiciones en el marco de los CAI.



Derechos humanos y DIH: Fundamentos jurídicos       
del derecho operacional en Colombia

63

formales o políticos por parámetros fácticos que garantizaran un alcance más 
amplio, coherente y objetivo. Esta evolución terminológica respondió a una deci-
sión deliberada de los redactores de los textos preliminares, quienes propusieron 
un enfoque basado en la constatación de hechos objetivos y verificables, desvin-
culando así la aplicación del DIH de la discrecionalidad estatal. 

Así, la existencia de un CAI no depende de su reconocimiento formal, sino de 
la concurrencia de determinadas circunstancias que permiten constatarlo. Esta 
transformación conceptual consolidó un enfoque fáctico en la interpretación del 
DIH, según el cual sus normas se aplican automáticamente una vez se verifica la 
presencia de ciertos elementos sustantivos, como el uso sostenido de la fuerza 
armada entre Estados (Vité, 2009).

Conflicto armado no internacional (CANI)
El CANI, definido en el artículo 3 de los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949, es-
tablece que “en caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y 
que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes” (CICR, 1949), se 
aplicarán una serie de normas mínimas de protección. Esta disposición ha sido 
interpretada por la doctrina y por organismos internacionales como aplicable a 
contextos en los que se desarrollan hostilidades entre las fuerzas armadas de un 
Estado y uno o más grupos armados organizados no estatales, o entre estos úl-
timos, siempre que se cumplan ciertos criterios objetivos. Según la CIDH (2021), 
estos criterios comprenden un determinado nivel de intensidad del conflicto y un 
grado mínimo de organización de las partes involucradas. 

El análisis del CANI requiere la evaluación de dos criterios: i) el nivel de inten-
sidad de las hostilidades; y ii) el grado de organización de las partes involucradas. 
Estos parámetros no pueden definirse en abstracto ni aplicarse de forma automá-
tica, sino que deben ser examinados a la luz del contexto en el que se desarrollan 
los enfrentamientos. 

En lo que respecta al criterio de intensidad, este exige la constatación de ciertos 
elementos fácticos que evidencien una violencia sostenida y de carácter colectivo. 
Entre estos, destacan la duración de los enfrentamientos; la frecuencia y natura-
leza de los actos violentos y de las operaciones militares; el tipo de armamento 
empleado; el desplazamiento de la población civil; el control territorial por parte 
de grupos opositores; y el número de víctimas, tanto civiles como combatientes. 
Asimismo, la intervención de las fuerzas armadas del Estado para contener las 
hostilidades puede ser un indicio del umbral de intensidad. Si bien no es necesario 
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que todos estos factores se presenten al mismo tiempo, su apreciación conjunta y 
acumulativa permite determinar si se ha alcanzado el umbral requerido por el DIH. 

En cuanto al segundo criterio, es necesario que los actores involucrados en las 
hostilidades cuenten con cierto grado de organización. En el caso de las fuerzas 
armadas estatales, este requisito se presume cumplido, por lo que no requiere 
mayor análisis. En cambio, cuando se trata de grupos armados no estatales, es 
fundamental analizar los elementos que den cuenta de su estructura y operativi-
dad. Entre estos, destacan una cadena de mando, la capacidad para planificar y 
ejecutar operaciones coordinadas, la facultad de reclutar y entrenar combatientes 
y la adopción de normas internas (Vité, 2009).

Derecho operacional

Concepto de derecho operacional
En Colombia, el derecho operacional es el conjunto de normas, principios y prácti-
cas que rigen la planeación y conducción de las operaciones de la Fuerza Pública. 
Este marco jurídico se aplica a la conducta de las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional, especialmente en contextos de conflicto armado y situaciones de alte-
ración del orden público, siempre en conformidad con los mandatos constitucio-
nales y las obligaciones derivadas del DIH y el DIDH.

De acuerdo con el artículo 4 del Decreto 124 de 2014, 

[…] el Derecho Operacional se entiende como la “integración de los tratados 
internacionales ratificados por Colombia, la legislación nacional y la jurispru-
dencia en materia de derechos humanos y derecho internacional humanita-
rio al planeamiento, ejecución y seguimiento de las operaciones, operativos y 
procedimientos de la Fuerza Pública”, en virtud del cual regulan tanto la con-
ducción de hostilidades, como otras misiones militares en tiempos de guerra, 
transición, estabilización o paz, en cuanto al uso de la fuerza.

Durante más de medio siglo, Colombia ha enfrentado un conflicto armado 
interno prolongado, caracterizado por la participación de diversos actores arma-
dos, como grupos guerrilleros, organizaciones paramilitares y estructuras vincu-
ladas al narcotráfico. Desde la década de 1960, este panorama de violencia ha 
involucrado tanto a las Fuerzas Armadas como a múltiples grupos insurgentes, 
configurando un entorno operativo complejo y dinámico. En respuesta a esta rea-
lidad, en Colombia, el derecho operacional ha evolucionado con el fin de adecuar la 
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actuación de la Fuerza Pública a los mandatos del ordenamiento jurídico nacional 
y a los estándares del DIH y el DIDH. 

Según Mejía (2025), el derecho operacional “limita el uso de la fuerza, enseña 
al miembro de la Fuerza Pública la importancia de planear adecuadamente sus 
operaciones militares y establece restricciones respecto a su empleo en cualquier 
tipo de circunstancia fáctica” (p. 472). 

Por su parte, Fierro-Méndez (2015) define el derecho operacional en los si-
guientes términos:

Es el derecho que fluye en torno a las estrategias, tácticas, planeación, pre-
paración, ejecución y evaluación de las operaciones, misiones o tareas cum-
plidas, las cuales, por motivos de seguridad nacional, son objeto de reserva, 
en razón al contexto de guerra asimétrica que se ha desarrollado por varias 
décadas en Colombia, donde las normas de derecho, sea dentro del contexto 
de los Derechos Humanos o del Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manitarios, sólo se demanda su aplicación de las fuerza pública, en tanto que 
la subversión se exime de ellas, usando toda suerte de artimañas en lo que 
bien se puede calificar como una verdadera guerra sucia. (p. 125)

Adicionalmente, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-080/18, definió el 
concepto de reglas operacionales en los siguientes términos: 

[…] criterio en la valoración de la conducta de los miembros de la Fuerza Públi-
ca, constituyéndose como un concepto jurídico abierto y de difícil determina-
ción en cuanto a su contenido, ya que no tiene ningún antecedente en el texto 
constitucional. 

Las reglas operacionales son contenidos del ámbito administrativo de la Fuer-
za Pública que tienen por objeto regular la realización de los operativos mili-
tares conforme a las normas de los derechos humanos y del Derecho Inter-
nacional Humanitario. Dichas reglas operacionales tienen entonces un marco 
constitucional, legal y jurisprudencial que se concretiza en instrucciones de 
índole administrativa sobre la conducción de operaciones y hostilidades, y, al 
ser aplicadas como criterio de calificación jurídica de la conducta en la Juris-
dicción Especial para la Paz, deben entenderse como contenidos normativos 
de naturaleza administrativa que regían la conducta de los miembros de la 
Fuerza Pública en el momento de las operaciones militares.
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Se advierte, entonces, la existencia de un cuerpo normativo que regula cómo 
la Fuerza Pública ejerce el poder coercitivo, el cual se extiende hasta el nivel táctico 
mediante instrumentos como las reglas de enfrentamiento, conforme a los man-
datos de la Constitución Política, el DIDH y el DIH (Machado, 2022). Esta realidad 
pone de manifiesto la apremiante necesidad de estructurar un verdadero dere-
cho operacional, entendido como la aplicación de dicho marco jurídico al plantea-
miento, la ejecución y la evaluación de las operaciones desarrolladas por la Fuerza 
Pública (Fierro-Méndez, 2015).

Uso de la fuerza por parte de la Fuerza Pública
El monopolio estatal sobre el uso legítimo de la fuerza constituye un mecanismo 
esencial para garantizar el orden constitucional, la convivencia pacífica y la protec-
ción efectiva de los derechos fundamentales de los ciudadanos. En este marco, la 
Corte Constitucional ha señalado lo siguiente:

El uso de la fuerza es obligatorio (…) frente a quienes no tienen intención de 
respetar los derechos de las personas y no están dispuestas a cumplir el 
mandato normativo. Dicho uso de la fuerza únicamente está legitimado para 
las fuerzas armadas del Estado, pues la estructura social deposita en ellas el 
monopolio del uso de las armas y, por lo mismo, la tarea de defender, median-
te su utilización, los derechos. (Sentencia 1184/00)

El uso legítimo y reglado del poder coercitivo presenta diferencias sustanciales 
entre las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. En el caso de las Fuerzas Militares, 
dicho uso se encuentra regulado por dos regímenes jurídicos complemente distin-
tos, pero complementarios: el DIDH y el DIH. 

Durante un enfrentamiento armado, estos dos marcos jurídicos se aplican de 
manera complementaria y simultánea, considerando que el DIH, en tanto lex spe-
cialis, es aplicable mientras persistan las condiciones objetivas del conflicto. En 
este sentido, el Ejército Nacional señala que “estos marcos jurídicos convergen 
simultáneamente en los conflictos armados de carácter no internacional” (Ejército 
Nacional, 2016, p. 2).

De acuerdo con el Manual de Derecho Operacional Terrestre (MFRE-6-27), 

el Ministerio de Defensa Nacional y el Comando General de las Fuerzas Mi-
litares establecen las reglas del uso de la fuerza (RUF) de acuerdo con la si-
tuación operacional, en el marco del Derecho Internacional Humanitario y el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. (2022, párr. 6)
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“Las reglas del uso de la fuerza son un conjunto de normas que determinan 
el tipo y la intensidad de la fuerza a emplear durante la ejecución de operaciones 
militares, según el contexto operacional en el que se desarrollen” (COGFM, 2014, 
s.p.). En consecuencia, las normas aplicables en el marco del DIDH difieren de 
aquellas vigentes en el ámbito del DIH. 

En el marco del DIDH, el derecho operacional colombiano contempla cinco 
reglas que regulan el uso de la fuerza, a saber: 

(i) usar la fuerza para proteger, mantener y restablecer el orden público; (ii) 
utilizar la fuerza y medios, proporcionalmente, al nivel de la amenaza recibida; 
(iii) identificarse como miembros de las Fuerzas Militares, cuando el ambiente 
operacional lo permita, advirtiendo su intención de emplear armas de fuego, 
salvo que al hacerlo se ponga en peligro su vida o la de terceros; (iv) usar 
las armas de fuego solo cuando resultaren insuficientes las medidas menos 
extremas; y (v) siempre podrá hacer uso de la fuerza, incluso hasta la letal en 
legítima defensa para repeler una agresión actual o inminente en contra de su 
vida, la de su Unidad o la de un tercero. (COGFM, 2014, s.p.)

Esto concuerda plenamente con el artículo 3 del Código de Conducta para 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, el cual establece que la fuerza 
solo debe utilizarse cuando sea estrictamente necesario y en la medida en que lo 
requiera el desempeño de las funciones asignadas. En este sentido, el uso de la 
fuerza debe regirse por los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y 
excepcionalidad.

En el marco del DIDH, el derecho operacional colombiano contempla tres nor-
mas que regulan el uso de la fuerza, a saber: 

(i) distinga los objetivos militares de personas y bienes civiles; ataque solo ob-
jetivos militares (bienes que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización 
contribuyan eficazmente a la acción militar y cuya destrucción total o parcial, 
captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja 
militar definida; miembros de los grupos armados organizados al margen de la 
ley; y civiles que participan directamente en las hostilidades y mientras dure su 
participación); (ii) la iniciativa en el uso de la fuerza letal está permitida única-
mente frente a un objetivo militar; y (iii) siempre se podrá hacer uso de la fuerza 
en legítima defensa para repeler una agresión actual o inminente en contra de 
su vida, la de su unidad o la de un tercero. (COGFM, 2014, s.p.)
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Esto se articula con los ámbitos de aplicación y los principios rectores del DIH. 
Así, en este marco jurídico, el uso de la fuerza exige una compresión clara de los 
criterios que determinan su aplicabilidad, los cuales se estructuran en torno a cua-
tro dimensiones: 

1.	 Temporal (ratione temporis);
2.	 geográfica (ratione loci);
3.	 material (ratione materiae); 
4.	 personal (ratione personae). 

Asimismo, su ejercicio debe guiarse por los principios fundamentales del DIH, 
a saber: 

•	 Necesidad militar;
•	 distinción; 
•	 proporcionalidad;
•	 humanidad; 
•	 precaución en el ataque;
•	 no reciprocidad;
•	 limitación. 

De acuerdo con el Manual de Derecho Operacional Terrestre (MFRE-6-27), 

las reglas de enfrentamiento (ROE) son los parámetros y lineamientos con los 
que cuenta el comandante para establecer la forma y los eventos en los cua-
les se hace o no uso de la fuerza, de acuerdo con el ambiente operacional, las 
variables operacionales y de la misión, dentro del propósito del comandante y 
la misión encomendada. (Ejército Nacional, 2022, s.p.)

Por su parte, en la Disposición 002 de 2019, el Ejercito Nacional definió el con-
cepto de reglas de enfrentamiento relativas al uso de la fuerza en operaciones 
militares en los siguientes términos: 

Son un conjunto de reglas operacionales emitidas por la autoridad militar 
competente que establecen el tipo de fuerza a utilizar durante la ejecución de 
las operaciones militares dependiendo del análisis del ambiente operacional 
en el cual se vaya a ejecutar una operación militar, dando aplicación al marco 
del Derecho Internacional Humanitarios o del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. (art. 1)
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En términos generales, estas reglas son aplicables en situaciones de conso-
lidación o normalidad territorial, es decir, en contextos donde no hay hostilidades. 
Por su parte, en el marco del DIH, las reglas de enfrentamiento relativas al uso de la 
fuerza son pertinentes para las operaciones militares llevadas a cabo en escenarios 
caracterizados por la existencia de hostilidades propias de un conflicto armado. 

En el marco del DIDH, estas reglas, que son establecidas por las autoridades 
competentes de cada Estado o institución militar, exigen un empleo diferenciado y 
razonable de la fuerza, proporcional a la situación de riesgo o amenaza, y disponen 
que el uso de la fuerza letal debe considerarse como última opción. Esta lógica 
contrasta con la del DIH, que permite el uso de la fuerza letal, siempre y cuando se 
respeten los principios que regulan este régimen jurídico. 

Finalmente, mediante la Disposición 002 de 2022, el Comando General de las 
Fuerzas Militares integró las reglas de enfrentamiento aplicables a las distintas 
fuerzas, estableciendo la obligación de que cada una formule sus propios proto-
colos operacionales, de acuerdo con su respectiva misionalidad. 

Así, el Comando formuló un conjunto de reglas generales de enfrentamiento 
aplicables a operaciones realizadas en contextos de consolidación y normalidad 
territorial, destacando la vigencia y aplicabilidad del DIDH como marco normati-
vo fundamental para regular el uso de la fuerza en estos escenarios. Asimismo, 
estableció reglas de enfrentamiento orientadas a la ejecución de ataques o a la 
neutralización de objetivos militares, participantes directos en las hostilidades o 
personas que desempeñen una función continua de combate, en el marco de un 
conflicto armado —ya sea internacional o no internacional— o en situaciones que 
cumplan con las condiciones objetivas del DIH. 

En virtud de lo anterior, se puede afirmar que el derecho operacional colom-
biano ha incorporado los principios y disposiciones tanto del DIDH como del DIH 
en lo relativo al uso de la fuerza y a la conducción de los enfrentamientos. Esta 
integración proporciona seguridad jurídica a los miembros de las Fuerzas Militares 
durante el desarrollo de sus operaciones.

A pesar de la claridad de las disposiciones emitidas por el Comando General 
de las Fuerzas Militares y el Ejército Nacional sobre las reglas de enfrentamiento, 
la compleja realidad operacional —marcada por la confluencia de diversos actores 
armados y su creciente interacción con la población civil— dificulta su aplicación 
efectiva durante el desarrollo de las operaciones. Esta situación representa un de-
safío significativo para los comandantes, quienes, en los distintos niveles de man-
do, asumen la responsabilidad de interpretar y aplicar dichas reglas en escenarios 
de conflicto cada vez más dinámicos y difusos. 
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Conclusiones
Este capítulo tuvo como finalidad examinar si el conjunto normativo que conforma 
el derecho operacional colombiano permite la implementación de los marcos jurí-
dicos del DIDH y del DIH en el contexto de las operaciones militares.

En términos generales, se concluye que tanto el DIH como DIDH son nor-
mativamente aplicables al contexto del conflicto armado interno colombiano. 
En particular, el DIH adquiere especial relevancia en escenarios de CANI, como el 
que atraviesa Colombia, siempre que se cumplan los criterios establecidos por la 
comunidad internacional para su aplicabilidad; temporal (ratione temporis), geo-
gráfico (ratione loci), material (ratione materiae) y personal (ratione personae). 
Asimismo, deben contemplarse los principios fundamentales del DIH, como la ne-
cesidad militar, la distinción, la proporcionalidad, la humanidad, la precaución, la no 
reciprocidad y la limitación (Ejercito Nacional, 2016).

Por su parte, el DIDH se mantiene vigente en todo momento y en cualquier cir-
cunstancia, abarcando tanto escenarios de normalidad institucional como situa-
ciones de conflicto armado. En Colombia, la realidad del conflicto pone de relieve 
la aplicación simultánea del DIDH y el DIH, ya que la Fuerza Pública actúa contra 
diversos actores armados en diferentes zonas del país.

En Colombia, la actuación de la Fuerza Pública se define según la naturaleza de 
los actores armados a los que debe enfrentar. En el caso de los GAO, es necesario 
aplicar el DIH, cuyo objetivo es regular las hostilidades y proteger a las personas in-
volucradas en el conflicto. En cambio, cuando se trata de GDO, cuya actividad es de 
índole criminal y no está vinculada a un conflicto armado, es fundamental regirse por 
el DIDH, que garantiza la protección permanente de los derechos fundamentales.

El derecho operacional colombiano —especialmente en los últimos años— se 
ha venido consolidando mediante manuales, directivas y disposiciones que inte-
gran los tratados internacionales en materia de DIDH y DIH, así como la legislación y 
la jurisprudencia nacionales. Todo esto con el propósito de orientar “el planeamien-
to, la ejecución y el seguimiento de operaciones, operativos y procedimientos de la 
Fuerza Pública” (Manual de Derecho Operacional Terrestre [MFRE-6-27], 2022, p. 2).

En este contexto, el Comando General de las Fuerzas Militares y el Ejército 
Nacional han formulado reglas para el uso de la fuerza, orientadas a determinar 
“el tipo de fuerza a emplear durante la ejecución de operaciones militares, depen-
diendo del contexto operacional en el cual se vaya a actuar” (COGFM, 2014, s.p.). 

Se pudo establecer que las reglas sobre el uso de la fuerza se ajustan a los 
fines, principios y normas de estos marcos jurídicos. S bien estas reglas son 
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bastante generales, proporcionan a los miembros de la Fuerza Pública parámetros 
normativos claros que orientan y legitiman su actuación conforme al DIDH y al DIH. 

A partir de las normas que regulan el uso de la fuerza, se han establecido re-
glas de enfrentamiento aplicables a distintos tipos de operaciones militares, tanto 
en el contexto de un conflicto armado como en escenarios de consolidación ins-
titucional y normalidad territorial. Estas reglas operacionales determinan el tipo 
de fuerza a emplear durante la ejecución de las misiones, fundamentándose en el 
análisis del ambiente operacional y en la identificación del marco jurídico aplicable 
—ya sea el DIH o el DIDH— (Ministerio de Defensa Nacional, 2022).

En lo que respecta a las normas sobre el uso de la fuerza y las reglas de enfren-
tamiento definidas por distintos marcos legales, el derecho operacional colombia-
no ha procurado alinearse con los principios del DIDH y el DIH. Esta alineación 
proporciona seguridad jurídica a los integrantes de las Fuerzas Militares durante la 
ejecución de sus operaciones. 

A pesar de la claridad de las normativas emitidas por el Comando General de 
las Fuerzas Militares y el Ejército Nacional, la complejidad del entorno operacional 
—marcado por la presencia simultánea de múltiples actores armados— dificulta la 
implementación efectiva de dichas disposiciones en escenarios de combate. Esta si-
tuación representa un obstáculo considerable para los comandantes, quienes deben 
aplicar estos marcos jurídicos en condiciones operativas volátiles y demandantes. 

Finalmente, cabe destacar que la incorporación del DIDH y el DIH en el derecho 
operacional colombiano es esencial para garantizar que las operaciones militares 
se desarrollen con autoridad y legitimidad. A pesar de los desafíos existentes, el 
respeto y la aplicación coherente de estos marcos normativos no solo fortalecen la 
confianza entre la Fuerza Pública y la sociedad, sino que también contribuyen a la 
salvaguarda de los derechos fundamentales y a la resolución pacífica del conflicto. 
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